
Señor: 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR   

csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

j01cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.               S.              D. 

 

Ref.: PROCESO EJECUTIVO SINGULAR DERIVADO DE SENTENCIA JUDICIAL de 

ERNESTO PALACIO contra DARLIN JOSE GONZALEZ Y OTROS.RAD 20001-40-03-001-

2012-01087-00. 

En mi condición de apoderado especial de la parte ejecutante 

dentro del proceso referenciado, acudo a usted respetuosamente 

para interponer recurso de REPOSICION y en subsidio de APELACIÓN 

contra el auto fechado 09 de abril de 2021 con el fin de que sea 

revocado en su integridad y en su lugar proceda a designar 

secuestre para relevar al designado RODRIGO CUELLO (QEPD), por las 

siguientes razones: 

1. El auto carece de fundamento factico y jurídico, pasa por alto 

que mediante acuerdo PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 se 

suspendieron los términos judiciales debido a la emergencia 

sanitaria por COVID 19, ese acuerdo fue prorrogado en varias 

ocasiones atraves de otros acuerdos hasta el ACUERDO PCSJA20-11581 

27/06/2020 mediante el cual se levantó la suspensión y se 

reanudaron los términos judiciales a partir del 01 de julio de 

2020. 

2. Resulta pertinente destacar que el despacho esta en mora de 

designar secuestre para relevar al señor RODRIGO DAZA CUELLO en 

vista de que este falleció y es de conocimiento del despacho. 

3. Hasta la fecha el suscrito no ha podido acceder al expediente 

físico, ni digital porque se desconoce si el despacho ha 

digitalizado las actuaciones. Lo anterior debe hacerlo el despacho 

en virtud del decreto No 806 de 2020. 

4. Dentro del proceso se encuentra un inmueble embargado, 

secuestrado y avaluado por lo tanto se requiere que el despacho 

fije fecha para el remate del mismo.  

5. El auto recurrido no tuvo en cuenta lo dispuesto en el decreto 

No 564 de 2020 expedido para unificar criterio respecto a los 

términos de caducidad y de prescripción que dan lugar a 

desistimiento tácito. 

Por todas las razones expuestas y la pobreza de argumentación del 

auto recurrido este debe ser revocado en su integridad. 



 

Cordialmente, 

 

CESAR AUGUSTO CARMONA MENDINUETA 

C. C. No. 8.498.721 de Palmar de Varela (A) 

T. P. No. 176.097 del CS de la Jud. 

 

 



 
 
 
 
 
 

Jaimes Fuentes Abogados.  

Fijo: 5800887 – Móvil: 3017548826 - 3008195712 

Dirección: Calle 7 E No. 14 A – 87 Pontevedra.  

Valledupar, Cesar. 

Valledupar, 15 de abril de 2021 

 

 

 

Señora 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR 

E.     S.      D. 

 

Ref. Proceso Ejecutivo del BANCO DE OCCIDENTE contra 

COOPERATIVA INTEGRAL AGROPECUARIA DE LA COSTA NORTE 

“COOAGROCON”. 

RAD. 2012-1537 

 

VÍCTOR JULIO JAIMES TORRES, mayor de edad, de esta vecindad, conocido 

como apoderado del BANCO DE OCCIDENTE, por medio del presente me 

permito manifestarle que interpongo RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO 

APELACION contra el auto de fecha 09 de abril de 2021, con el cual el 

Despacho declaró el desistimiento tácito y por consiguiente la terminación 

del asunto, pasando a sustentarlo de la siguiente manera: 

 

Son fundamentos para declararse la muerte procesal a través del artículo 

317 del C.G.P., que dice que se necesita que no se haya realizado 

actuación alguna dentro de los dos (2) años siguientes al haberse proferido 

la sentencia ordenando seguir adelante la ejecución. 

 

Al respecto el artículo 317 del C.G.P. señala:  

 

El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: 

 

… 2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en 

cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del 

despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación durante 

el plazo de un (1) año en primera o única instancia, contados desde 
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el día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o 

actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la 

terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento 

previo. En este evento no habrá condena en costas "o perjuicios" a 

cargo de las partes. 

 

El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 

 

… b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del 

demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el 

plazo previsto en este numeral será de dos (2) años; 

 

c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier 

naturaleza, interrumpirá los términos previstos en este artículo; 

La señora Jueza en providencia del 09 de abril de 2021, declara terminado 

el presente proceso por desistimiento tácito de conformidad con el artículo 

317 del C.G.P. 

La Carta Política de 1991 en su artículo 29 en concordancia con el artículo 

229 de la misma obra, nos señala que el debido proceso se aplicará a toda 

clase de actuaciones judiciales y administrativas; y la norma posterior indica 

que se garantizará el derecho de toda persona al acceso a la 

administración de justicia; no obstante que el artículo 228 dice que deberá 

prevalecer el derecho sustancial. 

No es querer del Banco no actuar dentro del proceso, mantenerlo inactivo, 

con desidia; sino que no se ha podido obtener de la ejecutada el recaudo 

de la obligación, no encontrando más bienes para recuperar el crédito. 

Entonces la inactividad no es un capricho del Banco, sino que no se puede 

llegar a realizar lo imposible, porque igualmente hay que interpretar la 

norma, no en su sentido exegético, sino igualmente en su sentir sociológico. 

La letra del artículo que declaró el desistimiento tácito no nació muerta y se 

aplica porque se aplica.  



 
 
 
 
 
 

Jaimes Fuentes Abogados.  

Fijo: 5800887 – Móvil: 3017548826 - 3008195712 

Dirección: Calle 7 E No. 14 A – 87 Pontevedra.  

Valledupar, Cesar. 

Si la ley fuera exegética, conforme al Decreto 806 de 2020, todos los jueces 

tendrían que estar en los Despachos Judiciales, sino que estas disposiciones 

expedidas con fuerza de ley encierran un contenido sociológico que les 

impide enviarlos a sus oficinas judiciales a despachar. 

El Banco ha realizado todo lo posible por el recaudo efectivo de los dineros, 

lo que no ha sucedido, por lo que nadie está obligado a lo imposible, y 

menos se puede castigar con un desistimiento cuando la ejecutante ha 

estado presto a cumplir con los deberes que el ejercicio profesional le 

permite, por lo que considero debe revocarse la medida drástica e 

irreflexiva que ha tomado el Despacho. Aquí no puede imperar el afán de 

sustraerse de unos procesos, cuando hay que tener en cuenta los aspectos 

antes anotados, ya que como lo dice la norma de normas, debe imperar lo 

sustancial ante lo formal. 

Téngase en cuenta que en virtud de la pandemia se suspendieron los 

términos, no se han podido examinar los procesos, como en este caso, para 

indagar si todos los oficios fueron elaborados en toda su extensión y si los 

entregados todos fueron contestados, porque solo se sabe que fueron 

contestados por Bancoomeva y Banco Caja Social; porque igualmente se 

han presentado situaciones en las que cuando se acude al Juzgado a 

reclamar los oficios éstos no están elaborados; además el no haber acceso 

de los usuarios a los Despachos Judiciales, hace imposible examinar el 

asunto y determinar si las entidades financieras dieron respuestas a ciertos 

oficios; como igualmente tampoco se encuentra el expediente en la 

plataforma TYBA SIGLO XXI. 

Lo dicho impide el derecho de defensa y de contradicción, ya que no se 

puede acceder al examen del cuaderno principal y al de medidas previas.  

Es importante traer a colación lo que dice la Corte Suprema de Justicia Sala 

de Casación Civil STC 5402-2017 donde reitera: 

“(…) La exigencia de cumplir determinada carga procesal y aplicar la 

sanción ante la inobservancia reglada en el precepto citado, no 
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puede ser irreflexiva de las circunstancias especiales previstas en el 

referido artículo 317 del Código General de Proceso, sino que debe 

obedecer a una evaluación particularizada de cada situación, es 

decir, del caso en concreto, para establecer si hay lugar a la 

imposición de la premisa legal. 

Lo anterior, porque la actividad debe estar presidida por la virtud de 

la prudencia, que exige que al Juez obrar con cautela, moderación y 

sensatez a la hora de aplicar la ley, más cuando, como en el caso de 

autos, la aplicación automática de las normas puede conducir a una 

restricción excesiva de derechos fundamentales, en este caso al 

debido proceso y al acceso a la administración de justicia (…)”. (CSJ 

STC 16508-2014, 4 dic. 2014, rad 00816-01, CST STC 2604-2016, 2 MARZ. 

2016, rad. 2015-00172-01). 

 

Además de todo lo dicho, el Despacho debe observar y examinar el asunto 

con toda prudencia, para que pueda colegir todas las actuaciones que se 

han realizado, las cuales han sido imposibles de ejecutar por circunstancias 

ajenas al acreedor (demandante); a lo cual hay que agregarle que en el 

proceso existen dos partes, entre ella, la ejecutada, que también le asisten 

deberes, conforme al artículo 42 del C.G.P., por lo que debió tenerse en 

cuenta el numeral 2 de este artículo, que nos habla de la igualdad de las 

partes. 

 

Con la decisión tomada se arrasa con los derechos sustanciales, sin 

detenerse a realizar un examen de las formas de interpretación del derecho, 

que además de la exegética existe la sociológica, la que parece pasa 

inadvertida para el despacho, solamente cumplir la norma por cumplirla y 

sin ninguna motivación del por qué se declara el desistimiento tácito, 

obsérvese el auto, no hay motivación del Despacho como lo dispone el 

numeral 7° del artículo 42 del C.G.P., que nos habla de las motivaciones de 

las providencias. El auto que dio por terminado el proceso es un auto 
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interlocutorio, y en razón de ello la decisión tomada debió motivarse y no 

trasladar la disposición llana y muerta. 

 

Tampoco se tiene en cuenta que la entidad financiera ha realizado las 

actuaciones propias para la recaudación del crédito, lo cual ha sido 

imposible. El actuar del despacho en vez de garantizar los derechos del 

banco, premia es al demandado. 

 

No tiene en cuenta por ejemplo que la copia digital del expediente no se 

encuentra en el sistema TYBA SIGLO XXI, terminándole a la parte 

demandante un proceso por falta de diligencia, pero la administración de 

justicia no ha cumplido con la carga de digitalizar el proceso para 

conocerlo. 

 

Es pertinente trasladar a este escrito lo que dice la Corte Constitucional en 

la Sentencia C-886 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda: “…que, en sentido 

contrario, aunque el legislador tiene competencia para imponer cargas 

dentro de los procesos, estas tampoco pueden ser desproporcionadas, 

irrazonables, injustas o ajenas a la Constitución Política. Si ese es el tipo de 

carga que se discute, el juez constitucional puede intervenir para determinar 

si los fines buscados por la norma son constitucionales y si la carga impuesta 

resulta ser razonable y proporcional respecto a los derechos consagrados 

en la norma superior. De no ser así, se comprometerían las expectativas 

ciudadanas de un juicio legítimo, justo y con garantías...”. 

 

Entendiendo la decisión de la Corte Constitucional se puede decir, 

conforme a la medida tomada por esta agencia judicial, aplica una sanción 

desproporcionada sin tener en cuenta todas las gestiones que han sido 

objetivas en la búsqueda del pago del crédito siendo ello imposible, sin 

embargo la solución para el Despacho es la sanción, que presumo aplica, 

teniendo en cuenta la norma que allegó para dar por terminado el proceso, 

sin más miramientos ni motivación, y sin tener en cuenta que los términos 

estuvieron suspendidos desde el día 16 de marzo de 2020, haciendo 

imposible escudriñar la base de información que es obligación del 
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Despacho subir al sistema TYBA SIGLO XXI, y que no ha cumplido, pero sí se 

castiga al ejecutante. 

 

La situación de pandemia y de interrupción y suspensión de términos, fue 

una circunstancia ajena que impidió tomar información del asunto que este 

despacho tramita y al cual le ha puesto fin, lo que igualmente no fue 

valorado. 

 

Asimismo ha dispuesto la Corte Constitucional en la sentencia C-1194/2008, 

al decir:” … en cuanto a que el «desistimiento tácito» no se aplicará, cuando 

las partes «por razones de fuerza mayor, están imposibilitadas para cumplir 

sus deberes procesales con la debida diligencia». 

 

Considero que este despacho ha desconocido el debido proceso y el 

acceso a la administración de justicia (arts. 29 y 229 C.N.) al tomar la decisión 

de terminación del proceso, en primer lugar, sin motivar la providencia 

constituyendo un defecto sustancial y procesal que impide la impugnación, 

no obstante, pudiendo llegarse a presumir, que no es mi facultad, que el 

lapso del tiempo extinguió el derecho; empero, no se hizo como se informa, 

ningún estudio reflexivo y motivado del por qué llegó a la conclusión en su 

decisión de sancionar al banco con la terminación del proceso. 

 

La Corte Constitucional en Sentencia T-066 de 2006, dice que: “Una decisión 

judicial puede violar el debido proceso cuando el servidor incumple con el 

deber de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 

decisiones, en el entendido de que en esa motivación reposa la legitimidad 

de su órbita funcional. 

 

El deber para el juez de dar a conocer las razones de su decisión, pues es 

de allí de donde deriva la facultad de los demás sujetos procesales de 

impugnarla, bajo el supuesto de que una resolución sin motivación ni 

siquiera alcanza el carácter de providencia, pues desconoce por 

consecuencia el principio fundamental de contradicción sobre el cual 

descansa el sistema jurisdiccional…” 
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Además de lo dicho, si el despacho hubiera observado el asunto, pudiera 

haber concluido que la entidad financiera sí realizó los impulsos pertinentes 

para recuperar su crédito, lo cual ha resultado imposible, por lo que no 

puede sancionarse, como ha sucedido. 

 

Hay que agregar de igual forma, que del asunto se desconoce si todas las 

entidades crediticias respondieron a este Juzgado, de no ser así, ante las 

solicitudes de requerimiento, la carga se le trasladó a la administración de 

justicia. 

 

Tenga en cuenta, como se ha venido informando, que el Decreto 806 de 

2020 nos habla de la suspensión e interrupción de términos que no se 

cuentan, lo que impidió conocer, revisar el proceso, y aún más, cuando ni 

siquiera se encuentra en el sistema TYBA SIGLO XXI. 

 

Viendo que el Despacho traslado el artículo 317 del CGP para ponerle fin al 

proceso sin más razones ni motivaciones, pues la conducta del funcionario 

judicial violó el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, 

como lo he recalcado; para no quedarme de brazos cruzados y poder 

acceder a otras instancias, es la razón de los recursos que aquí interpongo, 

y que no se me vaya a informar de que procesalmente no actué.   

 

P E T I C I O N 

 

Con fundamento en la exposición breve, le solicito a su despacho se sirva 

revocar el auto que decretó de manera oficiosa el desistimiento tácito del 

proceso y en caso de no acceder conceda la apelación.  

  

De usted, atentamente, 

_____________________________ 

VÍCTOR JULIO JAIMES TORRES 

CC 12.719.491 de Valledupar 

TP 29.402 del CSJ 

















CARMEN ARDILA DAZA 

ABOGADA TITULADA 

Valledupar Cesar 
 

 

 

Señor: 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL 

Valledupar 

 

 

REF: Ejecutivo Singular 

Dte: LUZMARINA ARDILA 

Ddo: RAUL ARTURO PUPO CASTRO 

RAD: 2015-00623 
 

 

CUADERNO PRINCIPAL 

 
 

Como mandataria judicial de la ejecutante en este asunto, mediante el presente 

escrito, muy respetuosamente me permito presentar la liquidación de crédito 

adicional para que se le imparta aprobación de no ser objetada, así: 

 

Capital....................................................................................               6.000.000.oo 

Intereses moratorios a la tasa del 2.4 % mensual 

a partir del 9 de Mayo de 2018 al 8 de Abril de 2021 

(son 35 meses)                                                                                      5.040.000.oo  

                                                             

 

NOTIFICACIONES 

 

 

Recibo notificaciones en mi correo electrónico carmen07-63@hotmail.com 

 

Cordialmente, 
 

 

 

 

 

 

CARMEN JUDITH ARDILA DAZA 

C.C. No.49733.447 de Valledupar 

T.P. No. 147806 del Consejo Superior de la Judicatura 

 

mailto:carmen07-63@hotmail.com


ROSA ALBA SIERRA REDONDO 
ABOGADA UNIVERSIDAD LIBRE DE BOGOTA 
Carrera 14   13C-60  Oficina 202  Centro Ejecutivo  “AGORA”  Tel.  5 80 85 92 Valledupar 

 
Señor: 
JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR.  
E.                     S.                                             D. 
 
 
Referencia: Proceso Ejecutivo promovido por BBVA COLOMBIA S.A. contra LEONEL DE JESUS 
GOMEZ SANCHEZ. 
 
RAD: 2015-00841. 

 
En mi condición de apoderada especial de la parte demandante en el asunto de la referencia, con 
todo respeto acudo a su Despacho para presentar la ACTUALIZACIÓN de la liquidación del crédito 
de la siguiente manera: 
  
 

• OBLIGACION No. 00130486009600125495 
 
CAPITAL                                                                                                   $11.999.999. 
INTERESES CORRIENTES                                                                $  1.468.705. 
INTERESES de mora desde el 20/09/2015 al 12/04/2021  $  1.150.000.                                                                                                                     
 ____________ 
TOTAL                    $ 14.618.704 
 
 
 
 
TOTAL DE LA LIQUIDACION DEL CREDITO ACTUALIZADA…………….. $ 14.618.704 
 
 
 
Atentamente,   

 
 
 

 

 
ROSA ALBA SIERRA REDONDO 

C.C. No. 22.369.703  de Barranquilla 
T.P. No. 14.929 del C.S.J 

 
 



ALEXANDER PORRAS ZABALA                                                   
ABOGADO 

 

Carrera 35 A No. 52 – 25 Barrio Cabecera Oficina 202 Movil 3175180600 
E-mail alepoz22@hotmail.com Bucaramanga - Colombia 

 

Señor(a): 
JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE  
VALLEDUPAR 
Ciudad 
 
 

PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR 
DEMANDANTE: FINANCENTER S.A.S. 
DEMANDADO: MANUEL GUILLERMO DIAZ 
TELLEZ Y OTRA 
RADICADO: 2015-0926 

 
 
 
 
ALEXANDER PORRAS ZABALA, mayor y vecino de esta ciudad, identificado con Cédula de 
Ciudadanía # 13´542.262 expedida en Bucaramanga, abogado con tarjeta profesional # 133.722 
del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado judicial de la parte 

demandante, obrando en calidad de apoderado del demandante me permito interponer 
RECURSO DE REPOSICIÓN contra el auto que da por terminado el proceso por 
desistimiento tácito , la cual fue notificada por estados el día 5  de abril de 2021, lo 
anterior en virtud de las siguientes consideraciones :  
 
 
Desde el inicio de la pandemia el acceso al despacho esta prohibido, el despacho no ha 
puesto en conocimiento de las partes la existencia de depósitos judiciales los cuales por 
falta de información no se han podido solicitar su entrega, por consiguiente no ha sido 
desidia de la pate demandante del proceso continuar  con el tramite ya que no se cuenta 
con las herramientas necesarias para poder continuar con la solicitud de títulos al 
desconocer por ser información que reposa en el libro de depósitos; las cuantías y el 
numero de los mismos, lo cual vulnera flagrantemente el debido proceso. 
  
 
    

PETICION 
  
En virtud de lo brevemente expuesto solicito al despacho reponer la decisión adoptada 
y en su lugar se poner en conocimiento de la sociedad actora la relación de depósitos 
constituidos que están pendientes para entrega. 
   
 
 
 
 
De la Señora Juez 
 
 
 
 

 
 
ALEXANDER PORRAS ZABALA 
C.C. 13.542.262 de Bucaramanga 
T.P 133.722 C.S. de la J  
 



SEÑOR 

JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDÜPAR. 

E. S. D. 

REFERENCIA: ACTUALIZACION DE LIQUIDACION DEL CRÉDITO PROCESO EJECUTIVO 2015-01081 

DEMANDANTE: JF̂ SUS ALBERTO MANCIPE TORRES. 

DEMANDADO: JAIME LEON RANGEL Y ENEÍR LEON líANGEL. 

RADICADO: 2015-01081 

HUGO MARIO GONZALEZ MOLINA, mayor de edad identificado civi! y profesionalmente como 

aparece al pie de mi correspondiente firma y con personería jurídica para actuar dentro 

de! presente proceso de acuerdo al poder debidamente conferido y actuando como apoderado 

de la señora JESUS ALBERTO MANCIPE TORILES, acudo a su despacho por medio del presente 

con el fin de allegar oportunamente la actualización de liquidación del crédito del 

proceso en referencia de acuerdo a lo siguiente; por lo cual pido a su despacho se sirva 

usted aprobar la presente actualización del liquidación del crédito. 

Los intereses moratorios que han corrido desde la fecha que se aprobó la anterior 

liquidación hasta la fecha son: 

16 noviembre de 2018 a 25 de marzo de 2021 

Meses en mora: 28 

Días en mora: 9 

Intereses moratorios 2.5% 

Capital: $30.000.000 

Corresponde a los intereses mensuales: $750.000 

30.000.000 X 2.5%= $ 750.000 

750.000 X 28 meses y 18 días = $ 21.225.000 

La suma de la liquidación aprobada por el juzgado el día 28 de marzo de 2019 más la 

liquidación actualizada de los intereses que han transcurrido del 16 de noviembre de 

2018 al 25 de marzo de 2021 son: 

Total capital $ 30.000.000 

Liq. Anterior $ 61.254.400 = liquidación aprobada por el juzgado el 28 de marzo de 

2019. 

Intereses moratorio desde 16 noviembre de 2018 a 25 de marzo de 2021= $ 21.225.000 

Total de la liquidación= $ 82.479.400 

Atentaminte 

MARIO (mÍPiM MOLINA^' 

c e 77.092.695 de Valledupar 
TP 224671 CSJ 



ROSA ALBA SIERRA REDONDO 
ABOGADA UNIVERSIDAD LIBRE DE BOGOTA 
Carrera 14   13C-60  Oficina 202  Centro Ejecutivo  “AGORA”  Tel.  5 80 85 92 Valledupar 

 
Señor: 
JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR.  
E.                     S.                                             D. 
 
 
Referencia: Proceso Ejecutivo promovido por BBVA COLOMBIA S.A. contra LUIS JESUS ANAYA 
BARAJAS. 
 
RAD: 2016-00336. 

 
En mi condición de apoderada especial de la parte demandante en el asunto de la referencia, con 
todo respeto acudo a su Despacho para presentar la ACTUALIZACIÓN de la liquidación del crédito 
de la siguiente manera: 
  
 

• OBLIGACION No. M026300000000109385000589173 
 
CAPITAL                                                                                                   $2.878.330. 
INTERESES CORRIENTES                                                                $   271.785. 
INTERESES de mora desde el 09/09/2016 al 12/04/2021  $1.900.000.                                                                                                                     
 ____________ 
TOTAL                    $ 5.050.115 
 

• OBLIGACION No. M026300000000109389600202157 
 
CAPITAL                                                                                                   $24.640.721. 
INTERESES CORRIENTES                                                                $  1.169.957. 
INTERESES de mora desde el 09/09/2016 al 12/04/2021  $     370.000.                                                                                                                     
 ____________ 
TOTAL                    $ 26.180.678 
 
 
TOTAL DE LA LIQUIDACION DEL CREDITO ACTUALIZADA…………….. $ 31.230.793 
 
 
 
Atentamente,   

 
 
 

 

 
ROSA ALBA SIERRA REDONDO 

C.C. No. 22.369.703  de Barranquilla 
T.P. No. 14.929 del C.S.J 

 
 

 

































































































































IVONNE MARGARITA ANGULO AGUDELO 
Abogada 

 Especialista en derecho de la Empresa - Universidad del Rosario 
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Señora 
ASTRID ROCÍO GALESO MORALES 
JUEZ PRIMERA CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR 
E.S.D. 

 
 
Referencia:  Radicación:  20001-40-03-001-2019-00521-00 
   Proceso:  Ejecutivo singular de menor cuantía 
   Demandante:  A&L GLOBAL DE INVERSIONES S.A. 

Demandado:  CONSORCIO SABANA, CONSTRUCTORA 
MAREDU S.A.S., GRUPO GL S.A.S., y ROBERTO 
ANTONIO LINCE ROCHA. 

 
Asunto: Recurso de reposición contra el efecto en el que fue concedido el recurso 

de apelación mediante auto de fecha Nueve (09) de Abril de Dos Mil 
Veintiuno (2021). 

 
IVONNE MARGARITA ANGULO AGUDELO, identificada como aparece al pie de mi firma, 
abogada en ejercicio, portadora de la T.P. No. 202. 147 del C.S. de la J., actuando en nombre 
y representación de la empresa A&L GLOBAL DE INVERSIONES S.A.S, con domicilio en 
Valledupar, demandante dentro del proceso de la referencia, acudo a su Despacho, estando 
dentro del término legal previsto, para interponer recurso de reposición contra el efecto en 
que fue concedido el recurso de apelación mediante auto de fecha Nueve (09) de Abril de 
Dos Mil Veintiuno (2021)., mediante el cual, si bien se concede el recurso, se hace en efecto 
devolutivo, toda vez que como lo expondré a continuación, debió concederse en efecto 
suspensivo. 
 
Recurso que sustento en las siguientes consideraciones: 
 
Primera: El artículo 438 del Código General del Proceso, claramente establece:  
 

“Recursos contra el mandamiento ejecutivo: El mandamiento ejecutivo no es 
apelable; el auto que lo niegue total o parcialmente y el que por vía de reposición lo 
revoque, lo será en el suspensivo. Los recursos de reposición contra el mandamiento 
ejecutivo se tramitarán y resolverán conjuntamente cuando haya sido notificado a 
todos los ejecutados. (subrayado y negrillas propias). 

 
Cómo es de conocimiento de los servidores y funcionarios judiciales, y demás profesionales 
del derecho, el mencionado artículo establece claramente y sin lugar a dubitaciones que el 
recurso que se conceda en estas eventualidades debe concederse en el efecto suspensivo 
y no en el devolutivo como involuntaria y erradamente lo concedió el estrado judicial, 
soslayando las prerrogativas que el mencionado articulado establece. 
 
Segunda: Avizórese al despacho que, conceder el mencionado recurso en el efecto 
devolutivo, da cabida para incurrir en otros yerros tales como, el levantamiento de medidas 
cautelares, por ejemplo, posibilitando con ello que el demandado pueda pretender evadir 
el cumplimiento de la obligación insolventándose, soslayando así también el fundamento 
de las medidas cautelares, las cuales pretenden asegurar el cumplimiento de la futura 
sentencia, afectando los derechos de mi defendida. 
 
Tercera: Sea preciso establecer, que este recurso de reposición es única y exclusivamente 
contra el efecto en que fue concedido el recurso en ciernes, por supuesto no contra la 
concesión del mismo, por ello solicitamos a su señoría subsanar el yerro respecto al efecto 
devolutivo, pero mantener incólume el auto en los demás términos y dar trámite al recurso 
presentado.  
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PETICIONES 
 
Primera: Reponer el efecto DEVOLUTIVO en que fue concedido el recurso de apelación, 
mediante auto de fecha 09 de abril de 2021, el recurso de apelación interpuesto por el 
extremo ejecutante del litigio. 
 
Segunda: En su lugar, conceder el recurso de apelación en el efecto suspensivo conforme a 
la disposición legal, contenida en el artículo 438 del CGP.  
 
Tercero: Abstenerse de decretar el levantamiento las medidas cautelares hasta tanto no 
sea resuelto el recurso de apelación concedido. 
 
Cuarto: Mantener incólume el auto de fecha 09 de abril de 2021 en los demás términos que 
no sean susceptibles de este recurso reposición, es decir en todo lo demás que no se refiere 
específicamente al efecto devolutivo en el cual fue concedido el mencionado recurso   
 

FUNDAMENTOS DE LA PETICION: 
 
La anterior petición la fundamento en la disposición legal enunciada dentro del presente 
escrito de Recurso de Reposición. 
 

PRUEBAS: 
 

Solicito se tenga como prueba:  
 

1. El ordenamiento jurídico legal colombiano específicamente, el artículo 438 del 
Código General del Proceso.  

 
 
De Usted Señor Juez, 
 
 

 
IVONNE MARGARITA ANGULO AGUDELO 
C. C. No. 1.018.415.290 de Valledupar 
T. P. No. 202.147 del C. S. de la J.  
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Señora 

ASTRID ROCIO GALESO MORALES 

JUEZ PRIMERA CIVIL MUNICIPAL 

VALLEDUPAR – CESAR. 

Radicado: 2019-0536-00 

REFERENCIA: SUCESIÓN INTESTADA – CAUSANTE LUIS FERNANDO 

ROBAYO JIMENEZ PROMOVIDA POR OLGA SARABIA ALVERNIA. 

Asunto: Recurso de reposición del auto de fecha 09 de abril de 

2021. 

JUAN ÁLVARO NAVARRO OÑATE, abogado inscrito, identificado con la cedula 

de ciudadanía 1.144.038.787 expedida en Cali, Valle del Cauca y con Tarjeta 

profesional N° 240.946 del Consejo Superior de la Judicatura en ejercicio del 

mandato judicial que me confirieron la señora OLGA SARABIA ALVERNIA 

viuda de LUIS FERNANDO ROBAYO JIMENEZ (Q.E.P.D.) y sus hijos ANDRES 

RICARDO ROBAYO SARABIA, YENI YURANI ROBAYO SARABIA y ROGER 

RAUL ROBAYO SARABIA; por medio del presente escrito me permito 

presentar recurso de reposición sobre el auto de fecha 09 de abril de 2021 por 

medio del cual se nombra partidor, en concordancia con el artículo 318 del 

Código General del Proceso, basado en las siguientes consideraciones: 

 

1.- En relación con la asignación del partidor dentro del proceso de la referencia 

de la lista de auxiliares de la justicia con que cuenta el despacho, disiento de tal 

nombramiento, en atención del trámite sucesoral, que nos ocupa no existe 

oposición de las partes, puesto que todos los sujetos procesales dieron apertura 

al proceso de sucesión de común acuerdo, a través del suscrito, legitimado para 

realizar la partición de conformidad con el artículo 507 del Código General del 

Proceso, aunado a lo anterior en la diligencia de inventarios y avalúos que de 

manera atípica se realizado mediante correo electrónico, no se brindó la 

oportunidad a los interesados de reconocerme como partidor en la misma 

audiencia, hecho que se encontraba tácitamente dispuesto debido a que la 

sucesión es de mutuo acuerdo entre las partes. 

 

2.- La señora OLGA SARABIA ALVERNIA viuda del causante y sus hijos  

ANDRES RICARDO ROBAYO SARABIA, YENI YURANI ROBAYO SARABIA 

y ROGER RAUL ROBAYO SARABIA, son personas que no se encuentran en 
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capacidad de atender los gastos del proceso, por lo que la asignación de un 

auxiliar de la justicia le generará gastos que no están en condiciones de asumir. 

 

Por lo anterior, su Señoría, considere la designación del auxiliar de la justicia 

para la labor de partición y designe al suscrito para tal fin en atención ala 

voluntad de los interesados. 

 

No siendo otro el motivo de la presente, me suscribo a usted con el debido 

respeto. 

De usted, cordialmente; 

 

 

JUAN ALVARO NAVARRO OÑATE 

C.C. 1.144.038.787 de Cali. 

T.P. N° 240.946 del C. S. de la J. 
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Señor 

JUEZ  PRIMERO CIVIL MUNICIPAL EN ORALIDAD 

j01cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

VALLEDUPAR (Cesar)  

 

Referencia: PROCESO VERBAL 

DEMANDANTE: JORGE ENRIQUE FERREIRA AMAYA 

DEMANDADOS: CHUBB SEGUROS COLOMBIA S.A. Y DRUMMOND 

VINCULADA OFICIOSAMENTELTD 

RAD. N° 20001 40 03 001 2019 00600 

 

OSCAR ARMANDO ARGOTE ROYERO mayor, vecino y domiciliado en 

Valledupar, abogado en ejercicio, portador de la T. P. N° 11933 expedido por el 

C.S. de la J. y C. de C. N° 17´117.082, actuando a nombre y en representación 

de DRUMMOND LTD, según consta en poder adjunto,  sociedad extranjera con 

sucursal en la república de Colombia, domicilio principal en Bogotá, NIT 

800021308-5, ubicada en la Calle 72 N° 10 – 07 Oficina 1302, correo 

electrónico: correo@drummondltd.com  representada en Valledupar por el señor 

MARCO TULIO CASTRO CASTILLO, también mayor, vecino y domiciliado 

en Santa Marta, identificado con la C. de C. No. 12´646.575, tal como aparece en 

el certificado de existencia y representación legal, expedido por la Cámara de 

Comercio de Bogotá, el cual adjunto a la presente contestación,  con todo respeto 

me permito hacerle saber que en la fecha me doy por notificado de la “demanda 

verbal de responsabilidad civil contractual de menor cuantía” instaurada por    

JORGE ENRIQUE FERREIRA AMAYA quien según el mandato otorgado y 

aportado es su domicilio la ciudad de Valledupar, portador de la C. de C. N° 

18´965.544 contra la Aseguradora CHUBB SEGUROS COLOMBIA S.A. 

siendo su domicilio según lo plasmado en el poder otorgado por el demandante 

la ciudad de Bogotá, su NIT #860026.518-6, su representante legal JAIME 

CHAVES LOPEZ de quien el demandante no señala su identificación y 

domicilio, información que bajo la gravedad del juramento afirmo ignoro, 

ateniéndome a lo señalado en el certificado de la Cámara de Comercio  de 

Bogotá, aportado por el actor, vinculada DRUMMOND LTD de manera 

oficiosa, mediante providencia de fecha “ocho (08) de Dos Mil Diecinueve 

(2019)” sin precisa el mes, respuesta que hago conforme a los postulados del Art. 

96 del C. G. del P. en los siguientes términos:  

 

1. P R O N U N C I A M I E N T O    A   L A S   P R E T E N S I O N E S    

D E   L A   

D E M A N D A:  

 

PRIMERO: Teniendo en cuenta que la pretensión citada apunta a que se haga 

una declaración en favor del demandante, la cual no afecta los intereses o 
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derechos de DRUMMOND LTD, NO ME OPONGO a ella; claro está previa 

acreditación de los hechos con prueba atendible de lo pretendido por parte del 

demandante, ya que en cabeza del está la carga de la prueba (Art. 167 del C.G. 

del P.). Correspondiéndole al Juzgador honrar el mandato señalado en nuestro 

ordenamiento procesal civil vigente (Art. 281 C. G. del P.).  

 

SEGUNDA: Teniendo en cuenta que la pretensión citada no apunta a que 

DRUMMOND LTD sea condenada al pago de emolumento alguno NO ME 

OPONGO a la pretensión citada; claro está previa acreditación de los hechos con 

prueba atendible de lo pretendido por parte del demandante, ya que en cabeza del 

está la carga de la prueba (Art. 167 del C.G. del P.); correspondiéndole al 

Juzgador honrar el mandato de nuestro ordenamiento procesal civil vigente (Art. 

281 C. G. del P.)  

 

TERCERO: Igual que las pretensiones anteriores y teniendo en cuenta que la 

pretensión citada no apunta a que mi representada sea condenada al pago de 

emolumento alguno NO ME OPONGO a ella; claro está previa acreditación de 

los hechos con prueba atendible de lo pretendido por parte del demandante, ya 

que en cabeza del está la carga de la prueba (Art. 167 del C.G. del P.); 

correspondiéndole al Juzgador honrar el mandato de nuestro ordenamiento 

procesal civil vigente (Art. 281 C. G. del P.)  

 

CUARTA: Igual que las pretensiones anteriores y teniendo en cuenta que la 

pretensión citada no apunta a que mi representada sea condenada al pago de 

emolumento alguno NO ME OPONGO a ella; claro está previa acreditación de 

los hechos con prueba atendible de lo pretendido por parte del demandante, ya 

que en cabeza del está la carga de la prueba (Art. 167 del C.G. del P.); 

correspondiéndole al Juzgador honrar el mandato de nuestro ordenamiento 

procesal civil vigente (Art. 281 C. G. del P.)  

 

QUINTA: Igual que las pretensiones anteriores y teniendo en cuenta que la 

pretensión citada no apunta a que mi representada sea condenada al pago de 

emolumento alguno NO ME OPONGO a ella; claro está previa acreditación de 

los hechos con prueba atendible de lo pretendido por parte del demandante, ya 

que en cabeza del está la carga de la prueba (Art. 167 del C.G. del P.); 

correspondiéndole al Juzgador honrar el mandato de nuestro ordenamiento 

procesal civil vigente (Art. 281 C. G. del P.)  

 

2. R E S P U E S T A    A    L O S    H E C H O S   D E    

 L A  D E M A N D A: 

 

PRIMERO: ES CIERTO. 
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SEGUNDO: NO ES CIERTO. La terminación del contrato se dio el 31 de 

enero del 2018 (ver correspondencia de terminación aportada por el actor). 

La causa de terminación obedeció a que al demandante le reconocieron la 

pensión de invalidez y a la luz de lo establecido en el numeral 14 del Art. 7 

literal a) del decreto 2351 de 1965 al darse el reconocimiento debe darse por 

terminado el contrato.  

 

TERCERO: NO ES CIERTO. La misma parte actora adjunta una certificación 

expedida por DLTD en que consta que para la fecha en que termina el contrato 

(31 de enero del 2018) se le pagaba una salario básico por hora de $14. 475,62. 

Lo anterior indica que el salario devengado por el ex trabajador dependía del 

número de horas que trabajase, es decir, era variable y se pagaba la hora por un 

valor determinado. 

 

CUARTO: La empresa Drummond Ltd por política empresarial y ordenamiento 

legal, efectivamente practica a toda persona que se vincule a la misma, exámenes 

médicos previos, para determinar si es apto para desempeñar la labor para la cual 

es contratado.  

  

QUINTO: No es cierto como está planteado. Mi representada (Drummond Ltd) 

con el único propósito de brindar mejor bienestar a sus trabajadores, haciendo 

uso de su libre albedrio determinó incluir dentro de la llamada póliza de vida 

grupo un amparo al acordado convencionalmente, consistente en tomar una 

póliza  para amparar a aquellos trabajadores que se vean abocados a una 

“incapacidad total y permanente por enfermedad o accidente” y los demás 

amparos que se encuentra plasmado en el artículo 34 de la convención vigente 

para la fecha del hecho. Drummond Ltd con el objeto de cumplir con su 

cometido ha suscrito con CHUBB DE COLOMBIA COMPAÑÍA DE 

SEGUROS S.A. la póliza N°43164849, siendo asegurados todos los trabajadores 

de Drummond Ltd que gocen de los citados beneficios. 

 

SEXTO: NO ES CIERTO COMO ESTA PLANTEADO. Como lo anoté 

antes, mi representada (Drummond Ltd) con el único propósito de brindar mejor 

bienestar a sus trabajadores, haciendo uso de su libre albedrio, en un principio, 

determinó incluir dentro de la llamada póliza de vida grupo, un amparo a 

aquellos trabajadores que se vean abocados a una “incapacidad total y 

permanente por enfermedad o accidente” y los demás amparos que luego se 

plasmaron en el artículo 34 de la convención vigente para la fecha del hecho. 

Drummond Ltd con el objeto de cumplir con su cometido suscribió con CHUBB 

DE COLOMBIA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. la póliza N°43164849, 

siendo asegurados todos los trabajadores de Drummond Ltd que gocen de 

los citados beneficios. Confiesa la parte actora que la entidad que asume el 

cubrimiento del riesgo es la aseguradora CHUBB SEGUROS COLOMBIA S.A. 
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SEPTIMO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA. Digo que no le 

consta en atención a que por ordenamiento legal al empleador le corresponde la 

afiliación y pago de las cotizaciones al régimen de seguridad social integral; 

correspondiéndoles a las diferentes entidades asumir la responsabilidad frente a 

la presentación del riesgo. Aspecto este que no es del conocimiento de mi 

representada, limitándose solo a notar la ausencia del empleado frente al 

otorgamiento de incapacidades. Además porque no tiene acceso a la historia 

clínica del empelado, documento que por ordenamiento legal es solo del 

conocimiento del empleado.  

 

Art. 34 ley 23 de 1091: “La historia clínica es el registro obligatorio de las 

condiciones de salud del paciente. Es un documento privado, sometido a 

reserva, que únicamente puede ser conocido por terceros previa 

autorización del paciente o en los casos previstos por la Ley”. 

 

OCTAVO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA. Digo que no le consta 

en atención a que es una actuación entre terceras personas a las cuales mi 

representada no tiene acceso. DRUMMOND LTD no es llamada al proceso de 

calificación efectuada a Jorge Enrique Ferreira por la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez del Cesar. Ahora bien, si miramos el documento a que 

hace referencia el citado hecho concluimos que carece de eficacia probatoria y 

de los formulismos establecidos en el Decreto 1507 del 2014, ya que está 

incompleto. Es preciso advertir que la acreditación de los hechos debe hacerse 

con prueba atendible de lo pretendido por parte del demandante, ya que en 

cabeza del está la carga de la prueba (Art. 167 del C.G. del P.).Recuérdese que 

por ordenamiento legal al empleador le corresponde la afiliación y pago de las 

cotizaciones al régimen de seguridad social integral; correspondiéndoles a las 

diferentes entidades asumir la responsabilidad frente a la presentación del riesgo. 

Aspecto este que no es del conocimiento de mi representada, limitándose solo a 

notar la ausencia del empleado frente al otorgamiento de incapacidades. Además 

porque no tiene acceso a la historia clínica del empelado, documento que por 

ordenamiento legal es solo del conocimiento del empleado o de quien este 

autorice. (ver folios 19 al 21 de los aportados por el demandante). 

 

NOVENO: Igual que el anterior NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA. 

Digo que no le consta en atención a que es una actuación entre terceras personas 

a las cuales mi representada no tiene acceso. DRUMMOND LTD no es llamada 

al proceso de calificación efectuada a Jorge Enrique Ferreira por la Junta 

Regional de Calificación de Invalidez del Cesar. Ahora bien, si miramos el 

documento a que hace referencia el citado hecho concluimos que carece de 

eficacia probatoria y de los formulismos establecidos en el Decreto 1507 del 

2014, ya que está incompleto. Es preciso advertir que la acreditación de los 
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hechos debe hacerse con prueba atendible de lo pretendido por parte del 

demandante, ya que en cabeza del está la carga de la prueba (Art. 167 del C.G. 

del P.).Recuérdese que por ordenamiento legal al empleador le corresponde la 

afiliación y pago de las cotizaciones al régimen de seguridad social integral; 

correspondiéndoles a las diferentes entidades asumir la responsabilidad frente a 

la presentación del riesgo. Aspecto este que no es del conocimiento de mi 

representada, limitándose solo a notar la ausencia del empleado frente al 

otorgamiento de incapacidades. Además porque no tiene acceso a la historia 

clínica del empelado, documento que por ordenamiento legal es solo del 

conocimiento del empleado o de quien este autorice. (ver folio 23 acta 

incompleta aportada por el demandante). 

 

DECIMO: NO ES CIERTO COMO ESTA PLANTEADO. Como lo hice 

saber antes, Drummond Ltd con el objeto de cumplir con su cometido suscribió 

con CHUBB DE COLOMBIA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. la póliza 

N°43164849, siendo asegurados todos los trabajadores de Drummond Ltd 

que gocen de los citados beneficios. Confiesa la parte actora que la entidad que 

asume el cubrimiento del riesgo es la aseguradora CHUBB SEGUROS 

COLOMBIA S.A. Los amparos y los valores asegurados están plasmados en la 

póliza, la cual en su segundo ítem dice: “incapacidad Total y Permanente por 

enfermedad o Accidente. 24 sueldos mensuales”. En el tercer ítem dice: 

“indemnización Adicional por Muerte Accidental y beneficios por 

Desmembración (incluye lesiones o muertes causadas por arma de fuego y en 

general homicidio al 100%) 24 sueldos mensuales”.   

 

DECIMO PRIMERO, DECIMO SEGUNDO Y DECIMO TERCERO: 

Aglutino los hechos anteriores debido a que llama la atención, por no llamar 

contradictorio, que el apoderado del demandante transcriba en los hechos 

enunciados aparte de la póliza en que soporta sus pretensiones, sin embargo, no 

la aporta con las pruebas documentales  y por el contrario en el acápite de 

pruebas solicita la exhibición de la misma. Lo anterior es violatorio de lo 

establecido en el numeral 3 del Art. 84 del C.G. del P. en concordancia con lo 

estipulado en los Arts. 173 inciso 2 y 265 del C. G. del P. Como consecuencia de 

lo anterior sobre el particular reitero lo antes dicho, o sea que mi representada 

(Drummond Ltd) con el único propósito de brindar mejor bienestar a sus 

trabajadores, haciendo uso de su libre albedrio, en un principio, determinó incluir 

dentro de la llamada póliza de vida grupo, un amparo a aquellos trabajadores que 

se vean abocados a una “incapacidad total y permanente por enfermedad o 

accidente” y los demás amparos que luego se plasmaron en el artículo 34 de la 

convención vigente para la fecha del hecho. Drummond Ltd con el objeto de 

cumplir con su cometido suscribió con CHUBB DE COLOMBIA COMPAÑÍA 

DE SEGUROS S.A. la póliza N°43164849, siendo asegurados todos los 

trabajadores de Drummond Ltd que gocen de los citados beneficios. Los 
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amparos y los valores asegurados están plasmados en la póliza, la cual en su 

segundo ítem dice: “incapacidad Total y Permanente por enfermedad o 

Accidente. 24 sueldos mensuales”. En el tercer ítem dice: “indemnización 

Adicional por Muerte Accidental y beneficios por Desmembración (incluye 

lesiones o muertes causadas por arma de fuego y en general homicidio al 100%). 

24 sueldos mensuales”.   

 

DECIMO CUARTO: NO ES CIERTO. Es una apreciación personalísima del 

apoderado del demandante. Además  debe recordar la parte actora que nuestro 

ordenamiento procesal civil vigente determina en el Art. 167 C.G.DEL P. que: 

“Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran 

el efecto jurídico que ellas persiguen…”. En concordancia con lo establecido en 

el Art. 164  del C.G. del P. el cual reza que: “Toda decisión judicial debe 

fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso…”.  

 

DECIMO QUINTO: NO ES CIERTO. Como lo anote en el numeral segundo 

de la respuesta a los hechos la terminación del contrato se dio el 31 de enero del 

2018 (ver correspondencia de terminación aportada por el actor). La causa de 

terminación obedeció a que al demandante le reconocieron la pensión de 

invalidez y a la luz de lo establecido en el numeral 14 del Art. 7 literal a) del 

decreto 2351 de 1965 al darse el reconocimiento debe darse por terminado el 

contrato. 

 

DECIMO SEXTO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA. Digo que no le 

consta en atención a que es una actuación entre terceras personas a las cuales mi 

representada no tiene acceso. Vale la pena advertir que no existe dentro de las 

pruebas enunciadas como presentado soporte probatorio alguno que acredite lo 

enunciado en el presente hecho. 

 

DECIMO SEPTIMO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA. Digo que 

no le consta en atención a que es una actuación entre terceras personas a las 

cuales mi representada no tiene acceso. Vale la pena advertir que no existe 

dentro de las pruebas enunciadas como presentadas soporte probatorio alguno 

que acredite lo enunciado en el presente hecho. 

 

DECIMO OCTAVO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA. Digo que no 

le consta en atención a que es una actuación entre terceras personas a las cuales 

mi representada no tiene acceso. Vale la pena advertir que no existe dentro de las 

pruebas enunciadas como presentadas soporte probatorio alguno que acredite lo 

enunciado en el presente hecho. 

 

DECIMO NOVENO: NO LE CONSTA A MI REPRESENTADA. Digo que no 

le consta en atención a que es una actuación entre terceras personas a las cuales 
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mi representada no tiene acceso. Vale la pena advertir que no existe dentro de las 

pruebas enunciadas como presentadas soporte probatorio alguno que acredite lo 

enunciado en el presente hecho. 

 

3. O P O S I C I O N   A   L A   P R A C T I C A   D E   

E X H I B I C I O N  D E  D O C U M E N T OS:  

 

La parte actora desatendiendo en ordenamiento procesal vigente solicita que la 

demandada CHUBB SEGUROS COLOMBIA S.A. exhiba un documento que no 

le fue solicitado como era la obligación de la parte actora a la luz de lo 

establecido en el inciso 2 del Art. 173 del C. G. del P. el cual dice: “ …..El juez 

se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio 

de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo 

cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 

sumariamente…..”. 

 

Es preciso recordar que las NORMAS PROCESALES  SON DE ORDEN 

PUBLICO: El Art. 13 del C.G. del P.  dice expresamente: “Las normas 

procesales son de derecho público y orden público y, por consiguiente, de 

obligatorio cumplimiento….”. 

 

La parte actora no acredito que hubiese hecho la solicitud de dicho documento a 

la parte demandada citada y que este no hubiese atendido la petición; por lo 

anterior la solicitud efectuada debe ser negada.  

 

4. NO SE OBSERVA EN LOS DOCUMENTOS ANEXOS LA 

CONSTANCIA DEL CENTRO DE CONCILIACION PERTINENTE EN 

QUE CONSTE QUE SE HUBIESE CUMPLIDO CON EL  REQUISITO 

DE PROCEDIBILIDAD:  

 

Sobre el particular el Artículo 90 del C. G. del P. dice: “…. Admisión, 

inadmisión y rechazo de la demanda. El juez, mediante auto que no admite 

recurso, admitirá la demanda que reúna los requisitos legales, y le dará el trámite 

que legalmente le corresponda aunque el demandante haya indicado una vía 

procesal inadecuada…..Mediante auto no susceptible de recursos el juez 

declarará inadmisible la demanda sólo en los siguientes casos:…..7. Cuando no 

se acredite que se agotó la conciliación prejudicial como requisito de 

procedibilidad….” 

 

El Artículo 621 del C. G. del P. que modificó el artículo 38 de la Ley 640 de 

2001, establece: “…….“Artículo 38. Requisito de procedibilidad en asuntos 

civiles. Si la materia de que trate es conciliable, la conciliación extrajudicial en 

derecho como requisito de procedibilidad deberá intentarse antes de acudir a la 
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especialidad jurisdiccional civil en los procesos declarativos, con excepción de 

los divisorios, los de expropiación y aquellos en donde se demande o sea 

obligatoria la citación de indeterminados…...”. 

 

5. COMO CONSECUENCIA DE TODO LO ANTES ANOTADO ME 

PERMITO HACER LA SIGUIENTE 

 

5.1 P  E  T  I  C  I  O  N:  

 

Es evidente Señor Juez que ninguna de las pretensiones de la demanda apunta a 

obtener que se declare a mi representada (Drummond Ltd) responsable de pagar 

condena alguna razón suficiente para negar las pretensiones contra mi 

representada; por lo anterior y con apoyo en los hechos contestados, pruebas y 

derecho ruego se niegue las pretensiones. Si a lo anterior no se accediere a 

provecho la oportunidad para plantear la siguiente: 

 

5.2 E X C E P C I O N     P E R E N T O R I A  : 

 

5.2.1 FALTA DE LEGITIMIDAD PASIVA POR PARTE DE 

DRUMMOND LTD PARA SE PARTE DEMANDADA EN EL 

PROCESO QUE NOS OCUPA: 

 

Es evidente Señor Juez que la parte actora haciendo uso de su posición 

habilitante para formular las pretensiones,  no apunta ninguna de las 

planteadas contra la empresa DRUMMOND LTD  postura que se 

corrobora con los hechos en que soporta la demanda y pruebas allegadas al 

mismo.  

Por lo anterior la falta de legitimidad pasiva para actuar en el proceso es 

evidente y debió haberse excluido del mismo  desde su inicio.  

Lo anteriormente expuesto lleva a que la excepción planteada sea 

declarada probada y se condene en costas a la parte actora. 

 

SOPORTE JURIDICO DE LO SOLICITADO:  

 

Artículo 281 C. G. del P. Congruencias. La sentencia deberá estar en 

consonancia con los hechos y las pretensiones aducidas en la demanda y en las 

demás oportunidades que este código contempla y con las excepciones que 

aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. 

 

Artículo 164 C.G. del P. establecen: Necesidad de la prueba. Toda decisión 

judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al 

proceso. Las pruebas obtenidas con violación del debido proceso son nulas de 

pleno derecho. 
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Articulo 167 C.G.DEL P. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen. 

 

ART. 176 C.G.DEL P. Apreciación de las pruebas. Las pruebas deberán ser 

apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio 

de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de 

ciertos actos. 

El juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba. 

 

Todas las relacionadas antes.  

 

 Se condene en costa a la parte demandante.  

 

Para demostrar todos la legitimidad para dar respuesta a la presente demanda le 

ruego decretar y tener como tal las siguientes:  

 

6. P R U E B A S: 

 

6.1. Tener como prueba el poder otorgado por el Dr. MARCO TULIO CASTRO 

CASTILLO mayor, vecino y domiciliado en Valledupar, portador de la C. de C. 

N° 12´646.575 expedida en Valledupar, quien actuando a nombre y en 

representación de DRUMMOND LTD sociedad extranjera con sucursal en la 

república de Colombia, me otorgó el mandato; documento que aporté al 

momento de notificarme del auto admisorio de la demanda.  

 

6.2. Tener como prueba el certificado expedido por la Cámara de Comercio de 

Bogotá, con el que se demuestra la existencia y representación legal de 

Drummond Ltd. documento que aporté al momento de notificarme del auto 

admisorio de la demanda. 

 

6.3 Devuelvo adjunto la demanda y anexos que se me hizo llegar por el 

apoderado de la parte actora con lo que demuestro que dentro de los anexos no 

aparecen documentos enunciados como aportados. 

 

7. INTERROGATORIO DE PARTE: 

 

Ruego señale día y hora para que el demandante JORGE ENRIQUE FERREIRA 

AMAYA absuelva de manera verbal y personal el interrogatorio de parte que de 

manera verbal y personal le formulare sobre los hechos de la defensa y que son 

materia de controversia.   
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8. NOTIFICACIONES: 

 

Drummond Ltd las recibe en el correo electrónico: 

correo@drummondltd.comValledupar en la calle 15 N° 14 – 33; ofc.402.- 

 

Yo las recibo en Valledupar en el Correo electrónico: oscargoter2@gmail.com 

 

Atentamente, 
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Señor 
JUZGADO 1 CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR - CESAR. 
E.    S.    D. 
 
REFERENCIA  : PROCESO EJECUTIVO 
DEMANDANTE  : BANCOLOMBIA S.A 
DEMANDADO  : JOSE FEDERICO AVILA CASTILLO CC 77018629 
RADICACIÓN  : 20001400300120200009600 
 
 
Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN CONTRA 
EL AUTO DEL 09 DE ABRIL DE 2021 
 
 
DIANA ESPERANZA LEÓN LIZARAZO, mayor de edad, domiciliada   en la ciudad 

de Bogotá e identificada  como aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de 

endosatario en procuración de la parte demandante dentro del proceso de la 

referencia, por medio del presente escrito, respetuosamente me dirijo a usted dentro 

del término legal para ello, con el fin de interponer RECURSO DE REPOSICIÓN Y 

EN SUBSIDIO EL DE APELACIÓN, contra el auto de fecha Nueve (09) de Abril 

de Dos Mil Veintiuno (2021), notificado por estado el 12 de abril de 2021  mediante 

el cual su despacho ordenó notificar al demandado conforme al artículo 291 y 292 

del código general del proceso, dentro asunto  de la referencia, el recurso lo 

fundamento de la siguiente manera: 

 
FUNDAMENTOS FACTICOS:  
 

1. Se presentó demanda el 28 de febrero de 2020, correspondiendo la misma a 
esta célula judicial. 
 

2. El 20 de octubre de 2020 se intentó notificar al demandado en la dirección 
calle 49 No 23-50, la cual registró con resultado negativo y dicho tramite 
certificado por PRONTO ENVIOS se allegó al despacho el 26 de enero de 
2021. 
 

3. El 26 de enero de 2021 también se allegó memorial informando al despacho 
nuevas direcciones para notificar al demandado 
(FEDERICHEAVILA23@GMAIL.COM y 
FEDERICHEAVILA@YAHOO.COM) mediante correo de notificaciones 
Prometeo, tal como se evidencia a continuación: 
 

 
 

mailto:FEDERICHEAVILA23@GMAIL.COM
mailto:FEDERICHEAVILA@YAHOO.COM


4. El 18 de febrero de 2021 se remitió al demandado notificación personal de 
acuerdo con lo consagrado en el articulo 8 del decreto 806 de 2020. 

5. El trámite de notificación fue positivo (acuse de recibido) y se allegó al 
despacho el 22 de febrero de 2021 junto con la evidencia de cómo se obtuvo 
el mismo mediante el formato de AUTORIZACION ADMINISTRACIÓN DE 
DATOS PERSONALES.  Situación que demuestra que a la fecha el demandado 
se encuentra notificado en debida forma. 
 

6. Mediante el auto recurrido el despacho solicita se notifique nuevamente al 
demandado: 

 
…requiérase a la parte ejecutante para que adelante las actuaciones notificatorias 
pertinentes, tendientes a enterar al señor JOSE FEDERICO AVILA CASTILLO, del 
auto que libró mandamiento de pago en el presente asunto de fecha 17 de Julio 
de 2020, actuación que deberá desplegar en la forma indicada en los artículos 
291-292 del C.G.P., haciendo uso para ello de los medios tecnológicos de que trata 
el Decreto 806 de 2020 y, dentro del término de los 30 días siguientes a la  
notificación por estado del presente proveído, debiendo remitir las aludidas 
notificaciones, a la dirección reconocida en el presente proveído, sopena de darle 
aplicación a lo normado por el artículo 317 del estatuto procesal civil… 

…  
 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS: 

 

Es necesario indicar al despacho que incurre en un error al utilizar el anterior 

argumento y no continuar con el curso normal del proceso. Es importante resaltar 

que el decreto 806 de 2020 en su artículo 2 en su tenor literal contempla:   

 

ARTÍCULO 2: USO DE LAS TECNOLOGÍAS Y LAS COMUNICACIONES. Se 

deberán utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la 

gestión y tramite de los procesos judiciales y asuntos en curso, con el fin de facilitar 

y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los servidores judiciales, 

como a los usuarios de este servicio público.  

(subrayado de la suscrita) 

 

La norma antes transcrita permite que en los procesos que se encontraban en curso 

al momento de la expedición del decreto 806 de 2020, se pueda adelantar el trámite 

de notificación del demandado en la forma indicada en este; actuación que el 

despacho debe convalidar para darle continuidad al proceso. Por lo tanto, solicito al 

despacho tener como notificado al demandado en los términos establecidos en esta 

norma.  

 

La tesis anterior se encuentra respaldada por la CORTE CONSTITUCIONAL 

MEDIANTE SENTENCIA C-420-20, mediante la cual se ejerce el control 

constitucional del decreto y se declara EXEQUIBLE el mismo. 

 

A continuación, me permito plasmar algunas de las consideraciones de la corte en 

la precitada sentencia:  

 

     ii.           Reglas generales en la implementación de las TIC (arts. 1º y 2º) 

 52.             Los artículos 1° y 2º introducen cambios transitorios a la Ley Estatutaria 
de Administración de Justicia (LEAJ), CGP y CPACA respecto del uso de las TIC en 
las actuaciones judiciales. Estas leyes disponen que, por regla general, los procesos 
judiciales deben tramitarse de forma presencial. De la misma forma, (i) habilitan el 
uso de las TIC en el trámite de estos procesos; pero (ii) condicionan su uso a (a) la 
“plena implementación del Plan de Justicia Digital”[44] por parte del CSDJ; (b) la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn44


adopción de mecanismos que garanticen la autenticidad e integridad de los 
documentos[45] o (c) la autorización previa del juez en la actuación judicial 
respectiva[46].   

53.             De manera provisional, el Decreto Legislativo sub examine invierte la 
regla general ordinaria descrita, de forma que el uso de TIC en el trámite de los 
procesos judiciales es un deber general de los sujetos procesales y de las autoridades 
judiciales y no una mera facultad, todo, durante el periodo de vigencia limitado del 
decreto. Así, durante el término de vigencia del decreto (art. 16º), prescribe que en 
todas las jurisdicciones[47] las autoridades judiciales y los sujetos procesales 
“deberán utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones” en 
“todas las actuaciones, audiencias y diligencias” de los “procesos 
judiciales y actuaciones en curso” (art. 2º). Excepcionalmente, permite que los 
procesos judiciales se tramiten de forma presencial si (i) los sujetos procesales y la 
autoridad judicial “no [cuentan] con los medios tecnológicos para cumplir con las 
medidas” o “no [es] necesario acudir a aquellas” (parágrafo del art. 1º); y (ii) 
siempre que la prestación del servicio se ajuste a las medidas sanitarias respectivas 
(parágrafo del art. 1º)[48]. 

54.             De otro lado, con la misma vocación temporal, el Decreto establece dos 
mandatos generales para la implementación de las TIC en los procesos judiciales. 
Primero, ordena adoptar “todas las medidas para garantizar el debido proceso, la 
publicidad y el derecho de contradicción” en aquellos eventos en que los procesos 
judiciales se tramiten de manera virtual (inciso 1 del art. 2º). Para esto, exige a las 
autoridades judiciales (i) permitir a los sujetos procesales actuar “a través de los 
medios digitales disponibles, evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o 
similares, que no sean estrictamente necesarias” (inciso 2 del art. 2º)[49]; (ii) 
procurar la “efectiva comunicación virtual con los usuarios de la administración de 
justicia”[50] y (iii) adoptar las medidas adecuadas “para que [los usuarios de la 
administración de justicia] puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos” 
(parágrafo 1 del art. 2º).  

55.             Segundo, prevé un mandato de protección efectiva, tendiente a 
garantizar los derechos al debido proceso y el acceso a la administración de justicia 
de aquellas poblaciones sujetas de especial protección constitucional, que tramitarán 
sus procesos mediante el uso de TIC. Así, dispone que en su implementación las 
autoridades públicas deberán prestar “especial atención” a la situación de “las 
poblaciones rurales y remotas, así como a los grupos étnicos y personas con 
discapacidad que enfrentan barreras para el acceso a las tecnologías de la 
información y las comunicaciones” (inciso 4 del art. 2º). Para esto, ordena que se 
apliquen “criterios de accesibilidad” y se establezca si se requiere “algún ajuste 
razonable que garantice el derecho [de estas poblaciones] a la administración de 
justicia en igualdad de condiciones con las demás personas” (inciso 4 del art. 2º). 
Además, exige a los municipios, personerías y otras entidades públicas que, en la 
medida de sus posibilidades, faciliten “que los sujetos procesales puedan acceder en 
sus sedes a las actuaciones virtuales” (parágrafo 2 del art. 2º). 

Modificaciones temporales al trámite ordinario de notificación personal 
(art. 8º) 

  

66.             El artículo 8º del Decreto Legislativo sub examine introduce 

modificaciones transitorias al régimen ordinario de la notificación personal de 
providencias judiciales, previsto por el CGP[61] y CPACA[62].  

67.             Régimen ordinario de la notificación personal. La notificación personal 
tiene el propósito de informar a los sujetos procesales, de forma directa y personal, 
de las providencias judiciales[63] o de la existencia de un proceso judicial[64] 
mediante el envío de comunicaciones a sus direcciones físicas o electrónicas[65]. El 
artículo 291 del CGP regula la forma en que la notificación personal debe practicarse. 
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Así, su numeral 3 dispone que la parte interesada remitirá, por medio de servicio 
postal autorizado, una comunicación de citación para notificación a quien deba ser 
notificado[66]. En el caso de las personas naturales, la comunicación debe ser 
enviada “a cualquiera de las direcciones que le hubieren sido informadas al juez de 
conocimiento” o al correo electrónico cuando se conozca[67]. En el caso de las 
personas jurídicas de derecho privado o de las personas naturales comerciantes, la 
“comunicación deberá remitirse a la dirección [física o de correo electrónico] que 
aparezca registrada en la Cámara de Comercio […] correspondiente” (inciso 2, 
numeral 3, del art. 291 del CGP). Después de que la comunicación es enviada, si la 
persona a notificar comparece al juzgado, “se le pondrá en conocimiento la 
providencia previa su identificación” (numeral 5 del art. 291 del CGP). Si la 
comunicación es devuelta con la anotación de que la dirección no existe o que la 
persona no reside o no trabaja en el lugar, “se procederá a su emplazamiento” a 
petición del interesado (numeral 4 art. 291 del CGP). Finalmente, si la comunicación 
es entregada, pero la persona no comparece a notificarse dentro de la oportunidad 
señalada, “el interesado procederá a practicar la notificación por aviso”. Al respecto, 
el artículo 292 del CGP señala que el interesado deberá enviar un aviso al sujeto a 
notificar[68], por medio del servicio postal autorizado a la misma dirección a la que 
envió la citación, mediante el cual se le informará sobre los datos generales del 
proceso y de la providencia a notificar (inciso 1 del art. 292 del CGP[69]). 

68.             La notificación del auto admisorio y el mandamiento de pago a las 
personas jurídicas de derecho público debe efectuarse mediante mensaje dirigido al 
buzón electrónico para notificaciones judiciales dispuesto por la entidad para el 
efecto[70]. 

69.             Modificaciones transitorias al régimen ordinario de 
notificaciones personales. El artículo 8º del Decreto sub examine introduce tres 
modificaciones transitorias al régimen de notificación personal de providencias. 
Primero, permite que la notificación personal se haga directamente mediante un 
mensaje de datos y elimina transitoriamente (i) el envío de la citación para 
notificación y (ii) la notificación por aviso (inciso 1 del art. 8º). 

70.             Segundo, modifica las direcciones a las cuales puede ser enviado el 
mensaje de datos para efectos de la notificación personal. El mensaje de datos debe 
ser enviado “a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 
realice la notificación” (inciso 1 del art. 8º), quien debe: (i) afirmar bajo la gravedad 
de juramento “que la dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al 
utilizado por la persona a notificar”, (ii) “informar la forma como la obtuvo” y (iii) 
presentar “las evidencias correspondientes”[71] (inciso 1 del art. 8º). Asimismo, 
prescribe que la autoridad judicial podrá solicitar “información de las direcciones 
electrónicas o sitios de la parte por notificar que estén en las Cámaras de Comercio, 
superintendencias, entidades públicas o privadas, o utilizar aquellas que estén 
informadas en páginas Web o en redes sociales” (parágrafo 2 del art. 8º). Por último, 
el Decreto establece que la notificación personal se entenderá surtida “una vez 
transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos 
empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación” (inciso 2 del art. 
8º).  

 71.             Tercero, el Decreto establece dos medidas tendientes a garantizar el 
debido proceso y, en particular, a que la persona a notificar reciba la providencia 
respectiva. De un lado, (i) instituye que para efectos de verificar el recibo del 
mensaje de datos “se podrán implementar o utilizar sistemas de confirmación del 
recibo de los correos electrónicos o mensajes de datos” (inciso 3 del art. 8º). De 
otro lado, (ii) permite que la parte que se considere afectada por esta forma de 
notificación solicite la nulidad de lo actuado[72], para lo cual debe manifestar “bajo 
la gravedad del juramento […] que no se enteró de la providencia” (inciso 5 del art. 
8º). Por último, precisa que lo previsto en este artículo se aplica a cualquier 
actuación o proceso (parágrafo 1 del art. 8º)[73]. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn66
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn67
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn68
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn69
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn70
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn71
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn72
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/C-420-20.htm#_ftn73


Queda claro que para el caso que nos ocupa, el despacho debe darle tramite a lo 

solicitado por la suscrita y en consecuencia continuar con el trámite del proceso tal 

como lo establece la norma que se discute en este escrito, pues el trámite de 

notificación ya se encuentra surtido con forme a lo contemplado en el decreto 806 

de 2020 y a los argumentos de la honorable corte constitucional en la sentencia C-

420-20, recordando las modificaciones transitorias al régimen ordinario de 

notificaciones personales:  

 

El artículo 8º del Decreto sub examine introduce tres modificaciones transitorias al 

régimen de notificación personal de providencias. Primero, permite que la 

notificación personal se haga directamente mediante un mensaje de datos y elimina 

transitoriamente (i) el envío de la citación para notificación y (ii) la notificación por 

aviso (inciso 1 del art. 8º). 

 

El Decreto establece dos medidas tendientes a garantizar el debido proceso y, en 
particular, a que la persona a notificar reciba la providencia respectiva. De un 
lado, (i) instituye que para efectos de verificar el recibo del mensaje de datos “se 
podrán implementar o utilizar sistemas de confirmación del recibo de los correos 
electrónicos o mensajes de datos” (inciso 3 del art. 8º). De otro lado, (ii) permite 
que la parte que se considere afectada por esta forma de notificación solicite la 
nulidad de lo actuado[72], para lo cual debe manifestar “bajo la gravedad del 
juramento […] que no se enteró de la providencia” (inciso 5 del art. 8º). Por último, 
precisa que lo previsto en este artículo se aplica a cualquier actuación o proceso 
(parágrafo 1 del art. 8º)[73]. 
 

 

 

PETICIÓN  

 

De acuerdo con lo anterior, solicito respetuosamente al señor juez: 
 

1. Se tenga al demandado por notificado en debida forma.  
2. se sirva ordenar seguir adelante la ejecución del proceso, teniendo en cuenta 

que el demandado se notificó de manera virtual el 18 de febrero de 2021 y 
no propuso excepciones dentro del término de traslado de la demanda el cual 
venció el 8 de marzo de 2021. 

 
No siendo otro el motivo del presente me suscribo del Despacho, agradeciendo la 
atención prestada. 
 
 
ANEXOS: 
 

1. CERTIFICADO DE NOTIFICACION. 
2. AUTORIZACION ADMINISTRACIÓN DE DATOS PERSONALES 

  
 
Cordialmente,  
 

 
DIANA ESPERANZA LEÓN LIZARAZO 

C.C. No. 52.008.552 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 101.541 del Consejo Superior de la Judicatura 
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Domina Digital Certifica que ha realizado por encargo de identificado(a) con Bancolombia NIT 
 el servicio de envío de la notificación electrónica, a través de su sistema de 890903938-8

registro de ciclo de comunicación Emisor-Receptor.

Según lo consignado los registros de Domina Digital el mensaje de datos presenta la siguiente 
información:

Resumen del mensaje

Id Mensaje 15763

Emisor
kaliana.montes824@aecsa.co 
(comunicado@documentosgrupobancolombia.com)

Destinatario federicheavila@gmail.com - JOSE FEDERICO AVILA CASTILLO

Asunto NOTIFICACION PERSONAL

Fecha Envío 2021-02-18 08:59

Estado Actual Acuse de recibo

Trazabilidad de notificación electrónica

Evento Fecha Evento Detalle

Mensaje enviado con 
estampa de tiempo

2021/02/18 09:00:40
Tiempo de firmado: Feb 18 14:00:40 2021 
GMT

 1.3.6.1.4.1.31304.1.1.2.1.6.Política:

Acuse de recibo 2021/02/18 09:02:39

Feb 18 09:00:43 cl-t205-282cl postfix/smtp
[12789]: B36C2124844A: 
to=<federicheavila@gmail.com>, relay=gmail-
smtp-in.l.google.com[64.233.186.26]:25, 
delay=3.2, delays=0.13/0/1.6/1.5, dsn=2.0.0, 
status=sent (250 2.0.0 OK 1613656843 
13si5270375pgm.324 - gsmtp)
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Contenido del Mensaje

NOTIFICACION PERSONAL

 

 

NOTIFICACIÓN PERSONAL

 

 
JOSE FEDERICO AVILA CASTILLO 
77018629

 

Bancolombia desea comunicarle por medio de este correo electrónico la existencia 
del siguiente proceso judicial instaurado en su contra:

 

Demandante: BANCOLOMBIA S.A

Demandado: JOSE FEDERICO AVILA CASTILLO

Radicado:2020-96

Naturaleza del proceso: EJECUTIVO SINGULAR
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Teniendo en cuenta lo contemplado en el artículo 8 del Decreto 806 de 2020, 
Bancolombia por intermedio de este correo electrónico le notifica la decisión judicial 
con fecha del 17/07/2020 , mediante la cual se libro mandamiento de pago, proferida 
dentro del proceso de la referencia por el juzgado primero civil municipal de 
valledupar - Cesar , ubicado en  CALLE 14 CARRERA 14 ESQUINA PALACIO DE 
JUSTICIA V/PAR, y correo electrónico j01cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Se advierte que esta notificación se entenderá realizada una vez transcurridos dos 
(2) días hábiles siguientes a la recepción del mensaje y los términos para ejercer su 
defensa empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación, para lo 
cual, cuenta con {EX:DIAS} días hábiles para contestar la demanda.

Se adjunta copia de la decisión judicial que se notifica y anexos correspondientes.

Para inquietudes adicionales, puede comunicarse a nivel nacional desde un teléfono 
fijo a la Línea Única de Conciliación y Cobranza 018000936666 o desde un teléfono 
celular al (034) 4025158.

 

Atentamente,

 

DIANA ESPERANZA LEON LIZARAZO     
Apoderado parte demandante
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Calle 25 A No 6-10 Barrio 5 de Noviembre 

Celular: 310-710 83 87    E-Mail: roalherme@hotmail.com 
Valledupar 

 

 

Señor 
JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR 
E.S.D. 
 
 
 
 

REF.  PROCESO EJECUTIVO DE BANCO BANCOLOMBIA A EN CONTRA DE ALBA MARGARITA 
ROMERO RIVERA  

RAD.      2020-0097 

 
 
 
 
ROBINSON ALBERTO HERNANDEZ MEJIA, mayor y vecino de la ciudad, identificado 
con la cedula ciudadanía y portador de la tarjeta profesional que aparece en mi 
correspondiente firma, actuando como apoderado dentro del proceso de la referencia 
del FONDO NACIONAL DE GARANTIA S.A., me permito informar a ustedes lo 
siguiente: 
 
Que estando dentro del término establecido en la normatividad vigente, interpongo 
RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO DE APELACION, en contra del auto de 
fecha 09 de abril del 2021, que no accedió a la corrección del auto del 12 de febrero 
del 2021. 
 

1. Se presente escrito ante este juzgado solicitando que SE ADMITIERA al 
FONDO NACIONAL DE GARANTIA S.A dentro del proceso ejecutivo de la 
referencia iniciado por BANCOLOMBIA como SUBROGATARIO LEGAL. 

 
2. El juzgado mediante auto de fecha del 12 de febrero del 2021 reconoce la 

SUBROGACION LEGAL como se había solicitado, sino que admite una 
SUBROGACION CONVENCIONAL, muy apartada a la realidad. 

 
3. Mediante escrito presentado se solicitó al juzgado la corrección del auto del 12 

de febrero del 2021 ya que se había cometido un error y se insistió que se 
ADMITIERA la SUBROGACION LEGAL y no convencional como lo había 
reconocido el juzgado. Por lo siguiente: 

 
EL FONDO NACIONA DE GARANTIA S.A actúa como FIADOR entre la entidad 
financiera y la persona o empresa interesada en acceder aun crédito financiero. 
   
El FNG actúa como GARANTE de los clientes del sistema financiero con la Entidad 
Financiera otorgante del crédito, obligándose para con éste a pagar un porcentaje del 
crédito (50%, 60% ó 70%) en caso de incumplimiento del deudor.  
   
Es importante resaltar que la garantía que otorga el FNG es a favor de los Intermediarios 
Financieros quienes requieren el respaldo del FNG y son los encargados de solicitar y 
estudiar los documentos que instrumentan los créditos desembolsados a las personas 



 
 
 
 

 

 
Calle 25 A No 6-10 Barrio 5 de Noviembre 

Celular: 310-710 83 87    E-Mail: roalherme@hotmail.com 
Valledupar 

 

naturales o jurídicas, pertenecientes al segmento de las mipymes que, en principio, 
carecen de garantías suficientes para obtener créditos, en razón a ello no puede 
entenderse la garantía del FNG como un seguro sino como una fianza.  
   
Por tal razón y en virtud del otorgamiento de la garantía, cuando se presenta un 
incumplimiento por parte del beneficiario de la garantía, el FNG paga al intermediario 
financiero un porcentaje de la obligación insoluta y nace para el FNG el derecho a 
recobrar los valores pagados, OPERANDO UNA SUBROGACIÓN LEGAL, la cual 
opera por ministerio de la Ley, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1666 del 
Código Civil, el cual dispone:  
   

“La subrogación es la transmisión de los derechos del acreedor a un tercero 
que le paga”  

 

4. El juzgado mediante auto de fecha 09 de abril del 2021, no accedió a la 
corrección dejo en firme el auto y ordeno notificar de lo resuelto al demandado. 

 

La naturaleza jurídica de la garantía del FNG es la de una fianza, en los términos de lo 
preceptuado por el artículo 2361 del Código Civil, el cual estipula:  
   

“La fianza es una obligación accesoria, en virtud de la cual una o más 
personas responden de una obligación ajena, comprometiéndose para 
con el acreedor a cumplirla en todo o en parte, si el deudor principal no 
la cumple”.  

   
En este orden de ideas, la fianza implica que el fiador es un deudor subsidiario, a quien 
la Ley le otorga una acción de subrogación legal en los términos de lo establecido en el 
numeral 3 del artículo 1668 del Código Civil.  
   

“Se efectúa la subrogación por el ministerio de la ley, y aún contra la 
voluntad del acreedor, en todos los casos señalados por las leyes y 
especialmente a beneficio:  
   

(…) 3. Del que paga una deuda a que se halla obligado solidaria o 
subsidiariamente”   
 
 

Por los anterior solicitamos que sea aceptada la SUBROGACIÓN LEGAL como fue 
solicitada inicialmente y de paso no se ordene el trámite de notificación. 
 
Anexo prueba documental (ANEXO No 2) del FNG firmado por la demandada la señora 
ALBA MARGARITA ROMERO RIVERA para su estudio y valoración por el juzgado 
donde se puede demostrar que la demandada acepta la garantía del FNG que respalda 
la operación aprobada con la entidad financiera BANCOLOMBIA y que en el caso de 
incumpliendo con la obligación garantizada o respaldada, el FNG tendrá derecho a 
recuperar la suma pagada y se subrogará en calidad de acreedor. 
 
Ruego su señoría resolver favorablemente lo antes solicitado.   
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Del señor Juez, atentamente, 
 
 
 
 

 
ROBINSON A. HERNANDEZ MEJIA 
CC NO 7.571.863 de Valledupar 
T.P No 183.817 del C. S. de la J. 

 
 






